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PONENCIA PARA PRIMER DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 040  

DE 2013 CÁMARA
por la cual se prohíbe y restringe la venta y consumo de la 
‘comida chatarra’ en los establecimientos educativos pú-
blicos y privados del país y se dictan otras disposiciones.

I. Antecedentes 
Esta es una iniciativa presentada por el honorable Repre-

sentante Yahir Fernando Acuña Cardales radicada el día 30 
de julio del año 2013 en la Secretaría General de la Cámara 
de Representantes bajo el número 040 de 2013 Cámara. 

Posteriormente, a través de la Nota número 
C.S.C.P.3.6-178 de 2013 Cámara, fui designado como po-
nente para primer debate de este proyecto que plantea una 
reglamentación para la restricción de ‘comida chatarra’ en 
los establecimientos educativos públicos y privados. 

Con el propósito de hacer un análisis sobre el asunto que 
dispone el proyecto de ley, el Ministerio de Salud, el Minis-
terio de Educación, y el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar (ICBF) dieron sus conceptos sobre el tema. 

II. Observaciones de orden constitucional
Analizando el proyecto de ley, se encontró que el ar-

tículo 1°, que establece: “La presente ley tiene por obje-
to, prohibir la venta y el consumo de la llamada “comida 
chatarra” en todos los establecimientos educativos de pre-
escolar, básica primaria, bachillerato y media vocacional 
públicos y privados del país”; es violatorio del artículo 6° 
de la Constitución Política que reza:

Artículo 6º
“Los particulares sólo son responsables ante las auto-

ridades por infringir la Constitución y las leyes, los servi-
dores públicos lo son por la misma causa y por omisión o 
extralimitación en el ejercicio de sus funciones”.

Lo anterior, dado a que en el artículo 1° del proyecto en 
mención se establece una clara prohibición como es la no ven-
ta y consumo de “comida chatarra” en las instituciones educa-
tivas de preescolar, básica y media. Así las cosas, es oportuno 

permita establecer qué se entiende por este tipo de alimentos, 
por lo cual la disposición en comento es contraria al principio 
de legalidad que establece el citado artículo constitucional. 

sentido de evaluar el alcance del término “comida chatarra”, 
me remito al pronunciamiento que dio la Corte Constitucio-

que pueden generar en una ley los conceptos indeterminados, 
ya que estos impiden entender claramente los derechos de los 
ciudadanos, así como las obligaciones que tanto ellos como 
las autoridades públicas tengan el deber de cumplir

“(…) si bien el uso de conceptos jurídicos indetermina-
dos no está prescrito no es aceptado constitucionalmente, 
habiendo sido señalado por la jurisprudencia algunos 
casos en los que el legislador debe abstenerse de emplear 
palabras y conceptos que por su grado de indetermina-
ción pueden comprometer el ejercicio o el goce de dere-
chos constitucionales. Se trata pues, de una defensa del 
principio de legalidad, que pretende dar seguridad jurídi-
ca a las personas, permitiendo prever las consecuencias 
de sus actos. La Corte ha considerado inconstituciona-
les normas de este grado de indeterminación que afec-
ten irrazonablemente las libertades de expresión, sindi-

vez, la autonomía personal y el libre desarrollo de las 
personas”1. 

Aunado a lo anterior, el Instituto Colombiano de Bien-

“Debe tenerse en cuenta que a la fecha no existe una 
-

rra’, particularmente porque los alimentos o la combina-
ción de estos e incluso la comida rápida, puede ser muy 
nutritiva, poco nutritiva o con bajo aporte de nutrientes; 
por lo tanto, no se considera recomendable usar el térmi-
no. Sin embargo, de ser imprescindible su utilización, es 

ir en pie de página sino como artículo individual donde 

expresión “buenos hábitos alimenticios”. 
En consecuencia, dado que el artículo en mención esta-

blece una clara prohibición, el uso de conceptos indetermi-
nados es contrario al principio de legalidad, debido a que 
genera incertidumbre sobre los alimentos que podrían o no 
1 Sentencia C-350 de 2009.



Página 2 Lunes, 9 de diciembre de 2013 GACETA DEL CONGRESO  1014

ser suministrados en las instituciones educativas dentro del 
territorio nacional. 

III. Consideraciones de inconveniencia
Con relación al artículo 2° del proyecto de ley: 
“El Ministerio de Educación Nacional exigirá dentro 

del proyecto educativo institucional de cada uno de los es-
tablecimientos educativos la enseñanza de buenos hábitos 
nutricionales”. 

Al respecto, la iniciativa se centra de forma acertada en la 
educación como un elemento que es fundamental en el senti-
do de cambiar hábitos y conductas, por ende propone incluir 
dentro del proyecto educativo institucional la enseñanza de 
buenos hábitos nutricionales. Cabe resaltar que los estableci-
mientos educativos son un pilar de la inserción de los niños en 
la sociedad y, en consecuencia resulta relevante establecer las 
enseñanzas que se les dará a los niños en su infancia.

Ahora bien, en razón a que dicho artículo atribuye 
competencias de inspección al Ministerio de Educación 
Nacional ya que le correspondería a este garantizar la ca-
lidad del servicio público, para lo cual tendría que evaluar 
que los establecimientos educativos estructuren su proyec-
to educativo conforme al mandato del legislador, dicho 
Ministerio precisó: 

“Bajo ese entendido, consideramos que la citada dis-
posición es contraria al reparto de competencias que sobre 
este punto ha realizado la Constitución Política y la Ley 

reparo, debemos recordar que por disposición constitucio-
nal (artículo 189 numeral 21), el señor Presidente de la 
República es el responsable de ‘Ejercer la inspección y vi-
gilancia conforme a la ley’ (…) En consecuencia, no com-
partimos que el legislador asigne funciones de inspección 
y vigilancia al Ministerio de Educación Nacional, pues 
estas son funciones del Señor Presidente de la República”. 

Por otra parte, el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar propuso frente a este artículo “analizar a la luz 

de lo establecido en el artículo 73 de la ley 115 de 1994 

los establecimientos educativos de ‘elaborar y poner en 
práctica un Proyecto Educativo Institucional’ para que en 
el marco de la autonomía escolar, se incluya en este, la 
enseñanza de buenos hábitos alimenticios”.

Dicho lo anterior, conviene precisar que en lo que con-
cierne a la educación, el ordenamiento constitucional ha 
avanzado desde la Carta de 1991 en la inclusión de ciertos 
temas cruciales en la enseñanza como los previstos en el 
artículo 67 referentes al respeto de los Derechos Humanos, 
la paz y la democracia, la práctica del trabajo y la recrea-

la protección del ambiente (cfr. artículo 79), dentro de una 
educación como derecho y servicio público que tiene fun-
ción social. Es en el artículo 41 en donde efectivamente se 
obliga al estudio de la Constitución en todas las institucio-
nes educativas, lo cual incluye el aprendizaje de “los prin-
cipios y valores de la participación ciudadana”. Se destaca, 
igualmente, lo relativo al acceso a la cultura, al conoci-

y 71). Todo ello es además sustancial pues la condición de 
ciudadano hace que, por ese sólo hecho, se asuman una 
serie de obligaciones y deberes (artículo 95).

Al revisar este cúmulo de normas se puede apreciar que 
la educación está en muchas facetas del individuo y que no 
es un proceso que se reduzca a una institución educativa. 

Al respecto el Ministerio de Salud señaló: 
“En el plano de la exigencia en la enseñanza, se ad-

vierte una gama amplia de tópicos para la construcción de 
la ciudadanía, esto de una u otra forma resquebraja visio-
nes excluyentes del mundo que siguen repercutiendo en la 
sociedad. En punto a las cátedras obligatorias y la inclu-
sión de las mismas es importante tener en cuenta la evolu-
ción que ello ha tenido a partir de la Ley 115 de 1994, sin 
desconocer los agregados incluidos en otras leyes”.
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De esta manera, debe preguntarse si constituye 
una buena estrategia seguir creando ítems en el pen-
sum académico. Lo cierto es que esa clase de ense-
ñanza es muy útil para la vida y para el propósito de 
réplica que se pretende. Es más, en establecimientos de 
jornada semiinterna o interna, es crucial dar ejemplo 
de la alimentación que se les da a los menores. (Negri-

IV. Inconveniencia del proyecto de ley 
Respecto al artículo 3° del proyecto de ley que su-

giere: 
“El Ministerio de Educación desarrollará políti-

cas tendientes a la vigilancia de la venta de produc-
tos que se consumen en el interior de las institucio-
nes educativas. Creará un sistema que se encargará 
de la elaboración de un manual de nutrición o lista 
de alimentos nutritivos que se deberán considerar 
para la venta y consumo en las tiendas y restauran-
tes escolares”.

En este sentido y dando alcance a lo dispuesto en 
el Conpes 113 de 2008 “Política Nacional de Segu-
ridad Alimentaria y Nutricional” que establece como 
línea de la política la “Promoción y protección de 
la salud y la nutrición, y fomento de estilos de vida 
saludable”, el Ministerio de Salud y Protección So-
cial junto al ICBF como ente planificador y ejecutor 
de la política de nutrición y alimentación en el país, 
asume el compromiso de elaborar las guías alimenta-
rias para la población colombiana, trabajo que se ha 
realizado con la intervención de distintos sectores de 
la población, identificando los factores que influyen 
en la situación nutricional y alimentaria; por lo cual 
la obligación establecida al Ministerio de Educación 
está subsumida, en el sentido de crear un sistema 
para la elaboración de un manual de nutrición. 

De acuerdo con los compromisos nacionales e in-
-

-
mentaria y nutricional conforme al documento Conpes 
Social “Seguridad Alimentaria es la disponibilidad 

oportuno y permanente de los mismos en cantidad, ca-
lidad e inocuidad por parte de todas las personas, bajo 
las condiciones que permitan su adecuada utilización 
biológica para llevar. 

Por otra parte, es importante recordar que el Con-
“por medio de la 

no transmisibles asociadas a esta como una prioridad 
de salud pública y se adoptan medidas para su control, 
atención y prevención” lo cual hace necesario analizar 
la presente iniciativa a la luz de la mencionada ley para 
garantizar la debida coherencia del ordenamiento jurí-
dico. 

En cuanto al ámbito de aplicación de esta ley cabe 
anotar que es general, razón por la cual debe predi-
carse también en el sector educativo. El artículo 2° de 
la norma mencionada señala: “Las determinaciones 
establecidas en esta ley serán aplicables a las Enti-
dades y Organizaciones del Estado a nivel nacional 
y territorial responsables de promover los ambientes 
sanos, la actividad física, la educación, la produc-
ción y la distribución de alimentos; así como a las 
entidades encargadas de la prestación y la garantía 
de los servicios de salud y los sectores de transporte, 
planeamiento y seguridad vial. Serán beneficiarios 
de esta ley la población colombiana, en especial los 
grupos vulnerables.”

Al respecto, ha dicho el Ministerio de Educación: 
(…) una lectura armónica de la Ley 1355 de 2009 

y de las Leyes 115 de 1194 y 934 de 2004 implica 1. 
Que en el sector educativo se promueva el incremento 
y calidades de las clases de educación física con per-
sonal idóneo y adecuadamente formado, en los niveles 
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de educación inicial, básica y media vocacional. 2. Que 
las instituciones educativas públicas y privadas ofrez-
can una diversidad de alimentos que cubran las necesi-
dades nutricionales de su comunidad, siguiendo, entre 
otras referencias, las guías alimentarias del Ministerio 
de Salud y del ICBF, y 3. Que se implementen estrate-
gias tendientes a propiciar ambientes escolares en don-
de se brinde alimentación balanceada y saludable, y 
permitan a los estudiantes tomar decisiones adecuadas 
en sus hábitos de vida, haciendo énfasis. 

En resumen, la Ley 1355 de 2009 es bastante 
amplia y permite el desarrollo de acciones para la 
promoción de ambientes sanos, la actividad física, la 
educación, la producción y la distribución de alimen-
tos saludables; dicha ley establece además respon-
sabilidades para avanzar en los proceso de promo-
ción de una dieta balanceada y saludable, así como 
la publicidad y mercadeo de alimentos y bebidas en 
medios de comunicación por lo que la iniciativa se 

amplio marco normativo que regula el tema que se 
plantea y a partir de este se pueden desarrollar con-
troles respecto a la venta y consumo de alimentos en 
las instituciones educativas. 

los relacionados con el hecho de que el Proyecto de 

contiene unos parámetros claros que permitan definir 
al Gobierno Nacional el tipo de alimentación que de-
bería ser suministrado y consumido en las institucio-

un marco normativo lo suficientemente amplio y só-
lido que respalda el tema de la seguridad alimentaria, 

propuesta. 
Proposición

Cámara de Representantes el Proyecto de ley número 
040 de 2013 Cámara, 223 de 2013 Senado, por la 
cual se prohíbe y restringe la venta y consumo de 
la ‘comida chatarra’ en los establecimientos educa-
tivos públicos y privados del país y se dictan otras 
disposiciones.

Atentamente,
Silvio Vásquez Villanueva,

Representante a la Cámara por el Huila,
Ponente.

SUSTANCIACIÓN
INFORME DE PONENCIA 
 PARA PRIMER DEBATE

Bogotá, D. C., 6 de diciembre de 2013
En la fecha fue recibido el informe de ponencia ne-

gativa para primer debate, al Proyecto de ley número 
040 de 2013 Cámara, por la cual se prohíbe y restringe 
la venta y consumo de la ‘comida chatarra’ en los esta-
blecimientos educativos públicos y privados del país y 
se dictan otras disposiciones.

Dicha ponencia fue presentada por el honorable Re-
presentante Silvio Vásquez Villanueva.

Mediante Nota Interna número C.S.C.P. 3.6-206 del 
6 de diciembre de 2013, se solicita la publicación en la 
Gaceta del Congreso de la República.

El Secretario,
Fernel Enrique Díaz Quintero.

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 123  

DE 2013 CÁMARA
por medio de la cual la Nación se asocia a la celebra-
ción de los 100 años de la fundación del municipio de 
Nariño en el departamento de Antioquia y se dictan 

otras disposiciones.
Fundamento de la ponencia

La iniciativa legislativa en estudio, fue presentada 
a consideración del Congreso de la República, por el 
honorable Representante a la Cámara Carlos Alberto 

Nación se vincule y rinda honores al municipio de Na-
riño, Antioquia, con motivo de conmemorar los cien 
años de fundación (artículo 1º); la Nación se asocia a 
la celebración de los 100 años de la Fundación del mu-
nicipio de Nariño, en el departamento de Antioquia y 
rinde homenaje a sus primeros pobladores y a quienes 

(Artículo 2º); autorización al Gobierno Nacional, para 
que en cumplimiento del artículo 102 de la Ley 715 
de 2001, incluya dentro del Presupuesto General de la 
Nación, las partidas presupuestales para la ejecución 
de la obra de vital importancia para dicho Ente Terri-
torial: 1. Construcción Parque Principal municipio de 
Nariño.

La importancia de este proyecto que estudiamos tie-
-

tante acontecimiento teniendo en cuenta que la misión 
del Estado es recuperar la importancia de nuestros orí-
genes, por lo cual podemos decir que el origen de la 
ciudad se remonta a la época de la colonia, así:

1. Reseña histórica
Los primeros habitantes de este municipio fueron 

los Indios Pantágoras (en honor a ellos, se adjudicó el 
nombre al Teatro Municipal). La historia narra que los 
Pantágoras fueron una de las tribus que más resistencia 
opuso a la conquista española. 

En la época de la colonia, el precursor de la patria, 
el General Antonio Nariño estuvo en la zona del mu-
nicipio y descansó con sus tropas en lo que se conocía 
como “EL DESCANSO DE VILLA NUEVA”…hoy, 

Nueva. 
En Nariño, llamado “EL BALCÓN VERDE DE 

ANTIOQUIA” se ha tenido la costumbre de llamar y 
reconocer a sus habitantes por sus apodos y al mismo 
tiempo generación a generación se ha transmitido una 
actividad de recibimiento y acogida a los visitantes que 
por una u otra razón deciden quedarse; ellos son lle-
vados a la famosa “QUEBRADA DEL OSO” a pescar 
“GAMUSINAS”. 

en este sentido indican el día y el mes preciso de la fun-
dación. Es por ello que se toma como fecha la del inicio 
de la vida municipal (abril 23 de 1913).

El fundador llegó a la región del municipio en busca 
de oro, pues se hablaba con insistencia sobre la riqueza 

“CHORRO RICO”
Don Santos, llegó en compañía de su Esposa, Her-

manos y Amigos, quienes luego invitaron a otras perso-
nas dado que se estaban estableciendo cultivos de Plá-
tano, Caña y Viviendas. La esposa de Don Santos enfer-
mó y debió establecerse en el caserío conocido con el 
nombre de “POCITOS” por encontrarse en él tres pozos 
de agua abiertos por los cargadores (terciadores) en su 
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trayecto hacia Mariquita en el departamento del Toli-
ma. En 1846 los habitantes enviaron memorial al Go-
bernador de la provincia de Antioquia (Mariano Ospina 
Rodríguez) solicitando que POCITOS fuera elevado a 
la categoría de Cuasi Parroquia y Parroquia.

El 14 de diciembre del mismo año se acordaron los 
límites de POCITOS. El 23 de agosto de 1847 llegó a 
POCITOS el decreto que elevaba a la jurisdicción en 
Distrito Parroquial a POCITOS pero ya con el nombre 
de NARIÑO. En 1908, Nariño contaba con 3.000 habi-

-
lias y tenía casa cural e Iglesia.

En asocio con el Sacerdote Ismael de J. Muñoz los 
habitantes solicitaron la creación del municipio, la cual 
fue aceptada el 23 de abril de 1913, es decir, cinco años 

-
da por la Asamblea Departamental de Antioquia, siendo 
Gobernador Clodomiro Ramírez. Nariño fue Corregi-
miento de Sonsón desde el año 1868. 

2. 
Descripción física: El municipio de Nariño se en-

cuentra ubicado en la Vertiente Oriental de la Cordillera 
Central, concretamente los 5°36´30” de Latitud Norte y 
a 75°10’35” de Longitud Oeste (en la región suroeste 

de 313 km2, de los cuales 0.84 km2 y la Zona Rural 
312.16 km2. La cabecera municipal está ubicada a los 
1.650 m.s.n.m con una temperatura promedio de 20º, 
se comunica con Medellín por la carretera Sonsón-La 
Unión-La Ceja, de la cual dista 150, la mayor parte del 
territorio presenta suelos escarpados, las alturas oscilan 
de Occidente a Oriente así: la parte más alta se localiza 
a los 3.350 m.s.n.m en el alto del Cóndor (Páramo de 
Sonsón) y la más baja a los 1.450 m.s.n.m. en la inter-
sección de los Ríos Samaná Sur y Negrito.

La Cuchilla del Guanábano (2.600 m), Cuchilla de San 
Gregorio (2.200 m), Cerro de Balsora y Alto del León 
(1.500 m). Además cuenta con los Termales y la Casca-
da del Espíritu Santo. Los ríos más importantes son: El 
Samaná Sur, El Negrito, El San Pedro y El Venus.

El Centro Poblado de Corregimiento de Puerto Ve-
nus está ubicado a 900 m.s.n.m con una temperatura 
promedio de 25º, dista de la cabecera municipal 31 

-
cia de la Corporación Autónoma Regional Rionegro 
- Nare (Cornare) y como tal recibe un manejo especial 
por parte de esta institución, en cuanto a la protección, 
reglamentación y manejo de los recursos naturales y 
del ambiente.

Límites del municipio:
• Al Sureste con departamento de Caldas, al Norte 

con el municipio de Argelia y Sonsón, al Suroriente con 
el departamento de Caldas.

de 313 km2.

2.

con: 312.16 km2.
• Altitud de la cabecera municipal (metros sobre el 

nivel del mar): Altura sobre el nivel del mar es de 1.650 
metros. 

• Temperatura media: Temperatura promedio: 20° C.
• Distancia de referencia: Distancia de Medellín: 

143 kilómetros.

3. Economía 
El municipio basa su economía en la producción 

agrícola dado que la mayor cantidad de población está 
ubicada en el área rural. De igual manera se maneja ga-
nadería a poca escala, cultivos de café, caña, plátano, 
cacao, algunos frutales, algunas hortalizas y verduras, 
maderas, estanques piscícolas a baja escala; pero lo 
normal es que todo sea para el consumo de las familias 
En lo relacionado con la producción panelera el mu-
nicipio cuenta con una Asociación de Paneleros y una 
cooperativa mediante la cual se comercializa parte de la 
producción. En el municipio encontramos tiendas, can-
tinas, almacenes, carnicerías, misceláneas, papelerías, 
panaderías etc., donde se puede conseguir variedad de 
elementos. El mercado se realiza cada ocho días (los 
domingos) en el parque principal del municipio. Pres-
tan sus servicios a la comunidad entidades tales como: 
Fiscalía, Juzgado, Banco, Corresponsales no bancarios, 

-
net, estación de policía y una base militar. La vida insti-

por la presencia y acciones de: Alcaldía Municipal con 
cada una de sus dependencias, emisora local “La Voz 
de Nariño”, Empresa Social del Estado Hospital “San 
Joaquín”, la Parroquia Nuestra Señora de las Mercedes, 
las instituciones y centros educativos, Casa de la Cul-
tura entre otras.

FACULTAD DE LOS CONGRESISTAS EN LA 
PRESENTACIÓN DE ESTE TIPO DE INICIATIVA 

LEGISLATIVA (CONSTITUCIONAL Y LEGAL)
Nuestro Sistema Constitucional y Legal es permisi-

vo con los miembros del Congreso de la República, ya 
que lo faculta de acuerdo al artículo 150 de la Constitu-
ción Política, para la presentación de proyectos de ley 
y/o acto legislativo.

A. ASPECTOS CONSTITUCIONALES
Los artículos 150, 154, 334, 341 y superiores se re-

República de interpretar, reformar y derogar las leyes; 
a la facultad que tienen los miembros de las Cámaras 
Legislativas de presentar proyectos de ley y/o acto le-
gislativo; lo concerniente a la dirección de la economía 
por parte del Estado; la obligación del Gobierno Nacio-
nal en la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo; 
y la prohibición constitucional de que no habrá rentas 

las contempladas en el numeral 3 del artículo 359 Cons-
titucional.

A. ASPECTOS LEGALES 
La Ley 5ª de 1992 (Reglamento Interno del Congre-

so) dispone en su artículo 140, que la iniciativa legisla-
tiva puede tener su origen en las Cámaras Legislativas, 
y en tal sentido, el mandato legal, dice:

“Artículo 140. Iniciativa Legislativa. Pueden pre-
sentar proyectos de ley:

1. Los Senadores y Representantes a la Cámara indi-
vidualmente y a través de las bancadas”. 

Una vez analizado el marco constitucional y legal de 
la iniciativa parlamentaria, y llegados a la conclusión 
de que el Proyecto de ley número 123 de 2013 Cámara, 
se encuentra enmarcado dentro del ámbito de la Consti-
tución y la ley; el Congreso de la República, no invade 
órbitas ni competencias de otras Ramas del Poder Pú-
blico, en especial las que le corresponden al Ejecutivo 
en cabeza del Gobierno Nacional, con la única salvedad 
que se debe tener en cuenta lo establecido en el artículo 
7º de la Ley 819 de 2003.
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ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL RELACIONADO 
CON LA INICIATIVA DEL CONGRESO  

EN EL GASTO
La Corte Constitucional mediante Sentencia C-441 

del 8 de julio de 2009, respecto a la iniciativa que tienen 
los Congresistas, ha manifestado:

“INICIATIVA LEGISLATIVA EN MATERIA 
DE GASTO PÚBLICO-Reiteración de jurisprudencia

La jurisprudencia ha indicado que tanto el Congre-
so de la República como el Gobierno Nacional poseen 
iniciativa en materia de gasto público. El Congreso está 
facultado para presentar proyectos que comporten gas-
to público, pero la inclusión de las partidas presupues-
tales en el presupuesto de gastos es facultad exclusiva 
del Gobierno. También ha indicado que el legislador 
puede autorizar al Gobierno Nacional para realizar 
obras en las entidades territoriales, siempre y cuando 
en las normas respectivas se establezca que el desem-

ESTUDIO DE IMPACTO FISCAL EN PRO-
YECTO DE LEY QUE DECRETA GASTO PÚBLI-
CO-Importancia

El artículo 7º de la Ley 819 de 2003 prescribe que 
en los proyectos de ley que decreten gasto público debe 

proyecto deberá estar en armonía con el Marco Fiscal 
de Mediano Plazo, artículo este sobre el cual la Cor-

precisando que los primeros tres incisos del artículo 7° 
de la Ley 819 de 2003 deben entenderse como paráme-
tros de racionalidad de la actividad legislativa, y como 
una carga que le incumbe inicialmente al Ministerio de 
Hacienda, una vez que el Congreso ha valorado, con 
la información y las herramientas que tiene a su alcan-

-
tos para mejorar la labor legislativa e interpretando 

obtener que las leyes que se dicten tengan en cuenta las 
realidades macroeconómicas, pero sin crear barreras 
insalvables en el ejercicio de la función legislativa ni 
crear un poder de veto legislativo en cabeza del Minis-
tro de Hacienda. 

MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO 
PÚBLICO EN PROYECTO DE LEY QUE DE-
CRETA GASTO PÚBLICO-Carga de demostrar in-

de mediano plazo
En el proceso de racionalidad legislativa la carga 

principal reposa en el Ministerio de Hacienda, que es 
el que cuenta con los datos, los equipos de funcionarios 
y la experticia en materia económica. Por lo tanto, en 
el caso de que los congresistas tramiten un proyecto 
incorporando estimativos erróneos sobre el impacto 

o sobre la compatibilidad del proyecto con el Marco 
Fiscal de Mediano Plazo, le corresponde al Ministro 
de Hacienda intervenir en el proceso legislativo para 
ilustrar al Congreso acerca de las consecuencias eco-
nómicas del proyecto. Y el Congreso habrá de recibir y 
valorar el concepto emitido por el Ministerio. No obs-
tante, la carga de demostrar y convencer a los congre-
sistas acerca de la incompatibilidad de cierto proyecto 
con el Marco Fiscal de Mediano Plazo recae sobre el 
Ministro de Hacienda. 

CONCEPTO DEL MINISTERIO DE HACIEN-
DA Y CRÉDITO PÚBLICO EN PROYECTO DE 
LEY QUE DECRETA GASTO PÚBLICO-Carácter 
general constituye una omisión del deber de ilustrar al 

CONCEPTO DEL MINISTERIO DE HACIENDA 
Y CRÉDITO PÚBLICO EN PROYECTO DE LEY 
QUE DECRETA GASTO PÚBLICO-Omisión no 
constituye vicio de trámite

En el presente caso, el escrito del Gobierno Na-
cional al Congreso de la República se limita a adver-
tir que el proyecto de ley “no es congruente con las 
perspectivas fiscales que la Nación ha fijado para 
el próximo cuatrienio” y a solicitarle que analice la 
pertinencia de la aprobación de la ley, dado que ge-
nera “mayores presiones de gasto público.” Como se 
ha precisado en anteriores ocasiones, ello significa 
que el Gobierno se restringió a presentar un concep-
to general sobre los posibles efectos del proyecto, sin 
cumplir con su obligación de ofrecer a los congresis-
tas elementos técnicos precisos para establecer las 
consecuencias fiscales del proyecto. De esta manera, 
el Gobierno desatendió su obligación de ilustrar al 
Congreso con elementos técnicos precisos sobre las 
consecuencias fiscales concretas del proyecto. En 
vista de ello, habrá de concluirse, tal como se ha 
reiterado en distintas providencias, que “[p]pues-
to que la carga principal en la presentación de las 
consecuencias fiscales de los proyectos reside en el 
Ministerio de Hacienda, la omisión del Ministerio en 
informar a las congresistas acerca de los problemas 
que presenta el proyecto no afecta la validez del pro-
ceso legislativo ni vicia la ley correspondiente”.

ANTECEDENTES LEGISLATIVOS  
DE LA INICIATIVA EN ESTUDIO

El Proyecto de ley número 123 de 2013 Cámara, 
fue presentado a consideración del Congreso de la 
República el día 10 de octubre de 2013, por el ho-
norable Representante Carlos Alberto Zuluaga Díaz, 
en la Secretaría General de la Cámara de Represen-
tantes. Dicho proyecto de ley, ha tenido el siguiente 
trámite legislativo:

a) Publicación proyecto de ley: Gaceta del Congre-
so de la República número 826 de 2013;

b) Enviado a la Comisión Cuarta Constitucional 
Permanente el día 10 de octubre de 2013 y recibido el 
mismo día de 2013, conforme a lo establecido en la Ley 
3ª de 1992;

-

ponente para primer debate.
Proposición

Por las consideraciones plasmadas en la presen-
te ponencia, solicito a los miembros de la Comisión 
Cuarta Constitucional Permanente de la honorable 
Cámara de Representantes aprobar en primer debate 
el Proyecto de ley número 123 de 2013 Cámara, por 
medio de la cual la Nación se asocia a la celebra-
ción de los 100 años de la fundación del municipio 
de Nariño en el departamento de Antioquia y se dic-
tan otras disposiciones.

De los honorables Representantes, con atención,
Hernando Cárdenas Cardoso,

Representante a la Cámara,
Ponente. 
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TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 123 DE 2013 

CÁMARA 
por medio de la cual la Nación se asocia a la celebra-
ción de los 100 años de la fundación del municipio de 
Nariño en el departamento de Antioquia y se dictan 

otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. La Nación se asocia a la celebración de 

los 100 años de la fundación del municipio de Nariño, 
en el departamento de Antioquia y rinde homenaje a sus 
primeros pobladores y a quienes les han dado lustre y 

Artículo 2º. Autorícese al Gobierno Nacional para 
que en cumplimiento del artículo 102 de la Ley 715 
de 2001, incluya dentro del Presupuesto General de la 
Nación, las partidas presupuestales para concurrir a la 

interés social en el municipio Nariño en el departamen-
to de Antioquia.

 • Construcción Parque Principal municipio de 
Nariño.

Artículo 3º. Las autorizaciones de gastos otorgadas 
al Gobierno Nacional en virtud de esta ley, se incor-
porarán en los Presupuestos Generales de la Nación, 
de acuerdo con las normas orgánicas en materia presu-
puestal, en primer lugar, reasignando los recursos hoy 

-
que un aumento del Presupuesto. Y en segundo lugar, 
de acuerdo con las disponibilidades que se produzcan 

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de la fecha 
de su promulgación.

De los honorables Congresistas:
Hernando Cárdenas Cardoso,

Representante a la Cámara,
Ponente.

* * *
PONENCIA PARA PRIMER DEBATE 

AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 133  
DE 2013 CÁMARA

2° de la Ley 666 de 2001 y se determinan otras  
disposiciones.

Objeto del proyecto de ley

a los creadores y gestores culturales, mediante la modi-

2001, 
de la Ley 397 de 1997, en el sentido de establecer que 
el diez por ciento (10%) del recaudo de la estampilla 
Procultura que actualmente se destina para seguridad 
social del Creador y del Gestor Cultural, se limite en su 
ejecución a los Programas de Servicios Sociales Com-
plementarios del Sistema de Seguridad Social Integral, 
mediante la destinación de recursos al Fondo de Soli-
daridad Pensional o al Servicio Social Complementario 

integra a este grupo de población al Sistema de Pro-
tección para la Vejez, aumentando gradualmente la co-
bertura que tienen los mecanismos vigentes para este 
grupo poblacional. 

De igual forma se determina la adición de cuatro pa-
rágrafos que contemplan aspectos para la transferencia 
de recursos de las entidades territoriales a dicho Fondo 

y su reglamentación en un término de seis (6) meses a 
partir de la entrada en vigencia de la presente ley.

Finalmente, se plantea la creación del Programa de 

de un estímulo económico permanente a aquellos crea-
dores y gestores ilustres de la cultura colombiana, con 
cargo a recursos de inversión del Ministerio de Cultura.

Antecedentes 
El proyecto de ley en mención fue radicado el 23 de 

octubre de 2013 para cursar el trámite respectivo en la 
Secretaría General de la Cámara de Representantes, por 
parte de los honorables Representantes Heriberto Esco-
bar González, Eduardo Enrique Pérez Santos y Jaime 
Rodríguez Contreras. 

El proyecto fue remitido a la Comisión Tercera de la 
honorable Cámara de Representantes, fundamentados 
en que el tema de esta iniciativa es reglamentar el uso 
de unos recursos que ya han sido recaudados por con-
cepto de estampilla Procultura, pero precisamente por 
falta de legislación en la materia las administraciones 
departamentales y municipales no han podido disponer 
de ellos.

En la Comisión Tercera han sido designados como 
ponentes los honorables Representantes Heriberto Es-
cobar González (Coordinador); Eduardo Enrique Pé-
rez Santos (Coordinador); Jaime Rodríguez Contreras 
(Coordinador); Germán Alcides Blanco y Nancy Deni-
se Castillo García, quienes estamos rindiendo ponencia. 

Este proyecto de ley se encuentra fundamentado en 

Consideraciones generales
Dándole sentido a la Ley General de Cultura, pro-

moviendo que estos recursos sirvan efectivamente a la 
comunidad de creadores y gestores culturales y permi-
tan para ellos gozar de una vida digna, garantizando los 
principios, derechos y deberes prohijados en nuestra 
Constitución, consultando la realidad socioeconómica 

cumple al permitir que 10% de los recursos recaudados 
por la estampilla procultura para seguridad social de los 
creadores y gestores culturales puedan ser invertidos en 

mayor, ya que esta destinación ciertamente propende 
por mejorar la calidad de vida de esta población dedica-
da a la actividad cultural.

En la actualidad, la seguridad social en salud es obli-
gatoria y su cobertura es universal. El Estado colombia-
no cuenta con una normatividad que busca que todos 

-
guridad social en salud, ya sea por vía Sisbén, régimen 
subsidiado o régimen contributivo. 

Los Ministerios del Trabajo y de Cultura venían 
trabajando en la construcción de un nuevo decreto que 
reglamentara el uso de estos recursos, orientándolos 
hacia el otorgamiento de subsidios económicos para 
creadores y gestores culturales, en especial para los 
más vulnerables. Sin embargo, en el camino se encon-
traron inconvenientes operativos, técnicos y legales 
que plantearon la necesidad de trabajar en la formu-

666 de 2001 (y en consecuencia la Ley 397 de 1997), 

destinados para la Seguridad Social del Creador y del 
Gestor Cultural, pues se requiere de un marco legal lo 

un decreto reglamentario.
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En este sentido, el objetivo del uso de los recursos 
será la protección durante la etapa de vejez de los crea-
dores y gestores culturales, lo cual se logrará a través 
del fortalecimiento del Programa de Protección Social 
al Adulto Mayor (PPSAM), siempre y cuando los as-

1 
para su acceso al programa. Así mismo, se contempló 
la posibilidad de que parte de los recursos fueran desti-
nados como incentivo al ahorro para la tercera edad, en 

-
dicos (BEPS).

Con respecto al recaudo por concepto del 10% de 
estampilla Procultura, se tiene que2:

• A 31 de diciembre de 2011 se reporta como re-
caudo por este concepto en el territorio nacional, des-
de la creación de la estampilla en 2001, la suma de 
$83.665.637.950,00 (aún no se cuenta con información 
completa acerca del recaudo en la vigencia 2012).

• Entre 2007 y 2011 se recaudaron $65.460.802.001, 
lo cual indica que cada año en promedio se recauda la 

Aunque es necesario esperar la reglamentación que 

al que ascenderán los subsidios a los que hace referen-
cia el presente proyecto de ley (en cuanto a PPSAM 

recibiera medio salario mínimo legal mensual vigente 
cada mes ($294.750 durante la vigencia 2013), se ten-
dría que al año estaría recibiendo $3.537.000.000,00. 
Tomando en consideración el monto promedio de re-
caudo por concepto de 10% de estampilla Procultura, 

gestores culturales.
Teniendo en cuenta lo anterior y sumando el recaudo 

obtenido hasta la fecha, el Gobierno Nacional calcula 

y/o gestores culturales de todo el país, de manera per-
manente. Se reitera entonces que esta cifra dependerá 
completamente de los decretos que el Gobierno Nacio-

medio salario mínimo legal mensual vigente.
Marco Constitucional
El presente proyecto de ley, desarrolla en primera 

instancia lo establecido en el artículo 1° de la Consti-
tución Política de Colombia, el cual señala que “Co-
lombia es un Estado Social de Derecho, organizado 
en forma de República unitaria, descentralizada, con 
autonomía de sus entidades territoriales, democrática, 
participativa y pluralista, fundada en el respeto de la 
dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad”. (Su-

En los artículos 44 y 49, señala que la salud y la 
seguridad social son derechos de las personas y que co-
rresponde al Estado generar los mecanismos necesarios 
para su garantía.

Adicionalmente, el artículo 71 de la Constitución 
Política, señala que “El Estado creará incentivos para 
personas e instituciones que desarrollen y fomenten 
la ciencia y la tecnología y las demás manifestaciones 
culturales y ofrecerá estímulos especiales a personas e 
instituciones que ejerzan estas actividades”.
1 Capítulo IV de la Ley 100 de 1993 y en especial aquellos 

a los que hace referencia el artículo 2° de la Ley 797 de 
2003.

2 Datos suministrados por el Ministerio de Cultura.

-
res y creadores culturales y la posible vulneración del 
derecho a la igualdad en relación con otros sectores o 

-
ciativa legislativa se encuentra plenamente armonizada 
con dichas disposiciones; para ilustrar mejor esta situa-

-
titucional en la Sentencia C-152 de 1999:

“(…) En efecto, se asevera que el principio de 
igualdad sustancial autoriza que se conceda por parte 
del Estado apoyos de orden económico a las personas 

-
ta. La Constitución, por otra parte, faculta al Estado 
para otorgar estímulos e incentivos a los creadores y 

establecer distintos regímenes de seguridad social. 
3. La Constitución Política, en términos generales, 

prohíbe que con fondos públicos las autoridades efec-
túen auxilios o donaciones en favor de personas natu-
rales o jurídicas (C. P. artículo 355). La Carta, sin em-
bargo, por vía excepcional, autoriza al Estado para que 
pueda conceder subvenciones, estímulos económicos o 
subsidios a particulares, tratándose de actividades que 
aquella directamente considera dignas y merecedoras 
de apoyo. El artículo 71 de la C. P., ilustra una de estas 
situaciones excepcionales: “(...) El Estado creará in-
centivos para personas e instituciones que desarrollen 
y fomenten la ciencia y la tecnología y las demás mani-
festaciones culturales y ofrecerá estímulos especiales a 
personas e instituciones que ejerzan estas actividades”. 
En este orden de ideas, los incentivos económicos que 
eventualmente ordene la ley con fundamento en el artí-
culo 71 de la C. P., constituyen una excepción válida a 
la prohibición contenida en el artículo 355 de la Carta.

La Constitución aparte de permitir la concesión de 
incentivos o estímulos a las personas dedicadas a la 
creación o al desarrollo cultural, no determina la for-
ma concreta que estos podrían revestir. Corresponde al 
Legislador, en el contexto de las políticas que en este 

-
to dado pueden servir como instrumentos de desarrollo 

Por lo anterior, en el plano constitucional, no pue-
de decidirse si el incentivo al que alude el artículo 71 
de la Constitución, debe o no ser de naturaleza eco-
nómica. Se trata de una materia reservada a la libre 

-

darse en dinero o en especie. No cabe, en consecuen-
cia, objetar el que en este caso el subsidio se concrete 
bajo la forma de la asunción directa por el Estado de la 
obligación de pago de las cotizaciones que les permiten 
a ciertos creadores o gestores culturales gozar de una 
pensión de vejez”.

Continúa la Corte:
“5. Es evidente que si el subsidio o incentivo que 

el Estado otorga a un particular, se inscribe en la ac-
tividad que la Constitución expresamente ha señalado 
como digna de estímulo, y, si además, ello se dispone 

-
seguir el propósito que se desprende de la norma cons-
titucional, no podría ser objeto de censura por parte de 
esta Corte. 

caso se concede tiene relación directa con el desarrollo 
y fortalecimiento de la cultura y, por otro lado, puede 
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pintores, músicos, entre otros creadores o impulsores 
de la cultura, que hayan concentrado su quehacer vital 

pueden haber desestimado su propio bienestar mate-
rial y encontrarse más tarde en su vida en condiciones 
económicas tan precarias que no puedan afrontar, sin 
el apoyo de la sociedad y del Estado, la satisfacción 
de sus más mínimas necesidades. A través del subsi-
dio, la sociedad representada por el Estado, pretende 
compensar, así sea de manera parcial y simbólica, la 
contribución desinteresada que han hecho al bien pú-
blico de la cultura, del cual todos en mayor o menor 

-
pojarse de esquemas mercantilistas, podría percibir ní-
tidamente que en el fondo la sociedad, por conducto de 

al artista pobre, sino le expresa su reconocimiento que, 

cultura tiene más que ganado el derecho a tener una 
vejez digna”. 

(…)
“7. La adopción legal de una política de subsidios, 

originada en un mandato constitucional, tiene por fuer-
za que concentrarse en un determinado sector o acti-
vidad. En otras palabras, no puede ser ella universal, 
puesto que así no sería posible realizar el objetivo es-

igualdad, empero, puede resultar vulnerado tanto den-

respecto a la población que por la índole misma de la 
política de fomento queda excluida de la misma (2).

En lo que atañe a lo primero, los argumentos ex-
puestos permiten concluir que no se presenta vulnera-
ción alguna a la igualdad, lo cual no quiere decir que 
posteriormente este tipo de transgresión no pueda ocu-

-
dad en la aplicación de la ley, la que podrá ventilarse a 
través de múltiples vía judiciales, entre ellas la acción 
de tutela.

-
vierte que la política de subsidios trascienda los obje-
tivos constitucionales de promoción de la cultura y que 
ella pueda considerarse desproporcionada o irrazona-
ble, cuando, como se ha expuesto, persigue morigerar 
las condiciones de extrema pobreza de los creadores y 

ámbito de la cultura, donde resulta ajustado a la Cons-
titución otorgar esta suerte de estímulos. La cuantía re-
ducida de los incentivos, su número, su propósito, entre 
otros elementos por considerar, demuestran que no se 

-
lidad inherente al Estado social de derecho, en modo 
alguno ajeno al reconocimiento de la cultura, fuente y 
sostén del pluralismo, que realmente le sirve de fecun-
do cimiento”.

Marco legal
Ley 100 de 1993: Crea el Sistema General de Segu-

ridad Social en Salud.
Ley 397 de 1997 o Ley General de Cultura: Esta-

blece en el artículo 66 que el Ministerio de Cultura es el 
organismo rector de la cultura, encargado de formular, 
coordinar, ejecutar y vigilar la política del Estado en la 
materia, en concordancia con los planes y programas de 
desarrollo, según los principios de participación con-
templados en la misma ley.

También, en su artículo 38, autoriza la creación de la 
estampilla Procultura en municipios y departamentos, 

nacionales y locales de cultura.
Ley 666 de 2001: A través de esta ley, el Gobierno 

autorizó a las asambleas departamentales y a los conce-
jos distritales y municipales, para crear y reglamentar 
en sus territorios la estampilla Procultura y le dio fa-
cultades al ente territorial para administrar los recursos. 
Acorde con la ley, el 10% del recaudo debe ser desti-
nado para la seguridad social del Creador y Gestor Cul-
tural.

Ley 1122 de 2007: 
100 de 1993 y establece la posibilidad de implementar 
subsidios parciales en donde se realicen aportes de sub-

en el nivel III del Sisbén.
Así mismo, estableció dentro de las funciones de la 

-
tivo el subsidio.

Sentencia T-760 de 2008 de la Corte Constitucio-
nal: A través de este acto se establece la necesidad de 

-
diado y contributivo.

Teniendo en cuenta el marco normativo anterior, a 
continuación se señalan cronológicamente los hechos 
de mayor relevancia con respecto a la reglamentación 
del Programa de Seguridad Social para Creadores y 
Gestores Culturales hasta la fecha:

número 4947 de 2009, “por el cual se reglamenta el nu-
meral 4 del artículo 38-1 de la Ley 397 de 1997, adicio-
nado por el artículo 2° de la Ley 666 de 2001 y se dic-

del régimen contributivo de salud a aquellos creadores 
y gestores culturales residentes en municipios en los 
que haya sido creada la estampilla Procultura, que per-
tenezcan al régimen subsidiado en salud y estuvieran 

-
palmente adultos mayores y población en condición de 
discapacidad y situación de vulnerabilidad.

• Pocos días después se dieron a conocer los decre-
tos de la Emergencia Social, que entre otras cosas es-
tablecieron la universalización en la prestación de los 
servicios de salud y la nivelación de los planes de be-

las cosas, implementar lo establecido en el Decreto nú-
mero 4947 de 2009 implicaba duplicar esfuerzos, toda 
vez que debido a la declaratoria de emergencia los crea-
dores y gestores culturales colombianos terminarían re-

de los POS subsidiado y contributivo, y entrarían de la 
misma forma en la pretendida universalización.

• Desde comienzos de 2010, de manera articulada 
con el Ministerio de la Protección Social, se trabajó en 
la construcción de un plan de medios adecuado y en 

-
cesarios para iniciar la implementación del programa, 

-
tablecidos por el Decreto número 4947 a partir del 1° 
de agosto de 2010. Esto incluía la elaboración de un 
estudio técnico por parte del Ministerio de la Protección 
Social para ser presentado a la CRES y el posterior pro-

Creadores y Gestores Culturales.
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• Posteriormente, el 16 de abril de 2010 la Corte 
Constitucional se pronunció acerca de la Emergencia 

• Teniendo en cuenta lo anterior, así como algunos 
desarrollos normativos que en materia de Seguridad 
Social en Salud se dieron durante el primer semestre 

la CRES del Acuerdo número 11 del 29 de enero de 
2010, que fijó el valor único por afiliado de la Unidad 
por Capitación del Régimen Subsidiado (UPC-S), y 
de los Acuerdos número 12 del 29 de enero y 13 del 
30 de marzo de 2010 que fijaron la UPC para adelan-

-
tura de salud, mediante la unificación de los planes 
de beneficios de los regímenes contributivo y sub-
sidiado para la población afiliada al Régimen Sub-
sidiado del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud en los Distritos de Barranquilla y Cartagena), 
los Ministerios de Hacienda, de la Protección Social 
y de Cultura se dieron a la tarea de analizar profun-
damente el contenido del Decreto número 4947 de 
2009, llegando a la conclusión de que era necesario 
modificarlo y en consecuencia el 25 de junio de 2010 

mayor precisión el esquema que permitiría beneficiar 
a por lo menos 65.000 creadores y gestores culturales 
del país con mejores servicios de salud, incluidos en 
el régimen contributivo.

• Para lograr la aplicación del Decreto número 2283 
-

ciones números 1500 y 1966 de 2010, que establecen 
los requisitos, los documentos y el procedimiento para 
acreditar la condición de Creador o Gestor Cultural.

o Ley de Salud y dos meses después el Decreto nú-
mero 971 del 31 de marzo, los cuales impusieron la 
necesidad de modificar y alinear el Decreto número 
2283 de 2010.

-
creto número 2283 de 2010, armonizada con la ley y el 
decreto referidos, los Ministerios de la Protección So-
cial y de Hacienda y Crédito Público manifestaron que 

el sentido de precisar el valor de la UPC-S de referencia 
para poder aplicar la fórmula de igualación de servi-

que la UPC-S de referencia que se pretendía aplicar ha-

Barranquilla y Cartagena, en el marco de los decretos 
de la Emergencia Social.

• En respuesta a la petición que posteriormen-
te hiciera el Ministerio de Cultura solicitando nuevas 
orientaciones para la ejecución de estos recursos, el 
Ministerio de la Protección Social, en escrito del 21 

luz de la orientación del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud establecido en la Ley 1438 de 2011, 
el Ministerio de la Protección Social considera que, en 
virtud de la propuesta del Gobierno Nacional de pro-

los presupuestos fácticos sobre los que se planteó el uso 
del 10% de los recursos recaudados por concepto de la 
estampilla “Pro-cultura” y la favorabilidad del mismo, 
han desaparecido, por lo que es pertinente derogar el 
Decreto número 2283 de 2010 y en consecuencia, pre-

recursos. 

Explicación del articulado
Este proyecto de ley, tal y como fue presentado, ob-

tuvo el aval por parte del Ministerio de Hacienda y Cré-
dito Público. Por tal razón, se tomó la decisión de man-

En el artículo 1°, se señala que del recaudo por con-
cepto de estampilla Procultura, se destinará “Un diez 
por ciento (10%) para los Programas de Servicios 
Sociales Complementarios del Sistema de Seguridad 
Social Integral del Creador y del Gestor Cultural. Las 
entidades territoriales destinarán este porcentaje para 
los programas del Fondo de Solidaridad Pensional o 

-

creadores y gestores culturales que pertenezcan a él, 

Contributivo de Salud”.
Adicionalmente, este artículo cuenta con cuatro pa-

rágrafos que tienen como objetivo: 
-

vamente sobre el monto de los aportes realizados por el 
creador y gestor cultural, sin incluir los recursos trans-
feridos por las entidades territoriales, cuando la destina-
ción de recursos se realice para el Servicio Social Com-

b) Dejar garantizados los mecanismos de transferen-
cia de los recursos;

gestores culturales y las competencias de cada entidad 
para administrarlos;

d) Establecer las condiciones para ostentar la cate-
goría de creador o gestor cultural.

En el artículo 2°, se crea el Programa Glorias de 
la Cultura, con cargo al presupuesto del Ministerio de 
Cultura, aclarando que esto no implicará un aumento 
del Presupuesto General de la Nación y del Marco Fis-
cal de Mediano Plazo. Adicionalmente se establece un 

para este programa, a cargo del Ministerio de Cultura.
Proposición

Por las anteriores consideraciones, dese primer de-
bate al Proyecto de ley número 133 de 2013 Cámara, 

2° de la Ley 666 de 2001 y se determinan otras dispo-
siciones.

Cordialmente,
Heriberto Escobar González, Eduardo Enrique Pé-

rez Santos, Jaime Rodríguez Contreras (Coordinado-
res); Nancy Denise Castillo García, Germán Alcides 
Blanco Álvarez, Representantes a la Cámara.
TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 133 DE 2013 

CÁMARA

2° de la Ley 666 de 2001 y se determinan otras  
disposiciones.

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el numeral 4 del artículo 
2° de la Ley 666 de 2001, por medio de la cual se mo-

otras disposiciones, y se adicionan cuatro parágrafos 
nuevos, el cual quedará así:
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Un diez por ciento (10%) para los Programas de 
Servicios Sociales Complementarios del Sistema de 
Seguridad Social Integral del Creador y del Gestor 
Cultural. Las entidades territoriales destinarán este por-
centaje para los programas del Fondo de Solidaridad 

de los creadores y gestores culturales que pertenezcan 
-

Régimen Contributivo de Salud.
Parágrafo 1°. Cuando la destinación de recursos se 

realice para el Servicio Social Complementario de Be-

-
clusivamente sobre el monto de los aportes realizados 
por el creador y gestor cultural, sin incluir los recursos 
transferidos por las entidades territoriales.

Parágrafo 2°. Los recursos que se destinen anual-
mente al Fondo de Solidaridad Pensional serán trans-
feridos por los departamentos, distritos y municipios a 
dicho fondo. Por su parte, los recursos que destinen los 
departamentos, distritos y municipios al Servicio Social 

(BEPS) serán transferidos directamente por la entidad 
territorial al fondo común de BEPS administrado por 

creador o gestor cultural al cual corresponden, con el 

El porcentaje de distribución será establecido en la re-

de la entrada en vigencia de la presente ley.
-

sos sean destinados únicamente a los creadores y gesto-
res culturales de la entidad territorial en donde se recau-
dó dicho tributo, el Ministerio del Trabajo diseñará los 
mecanismos necesarios que permitan la administración 
y el gasto de estos recursos para cada entidad territorial 

partir de la entrada en vigencia de la presente ley.
Parágrafo 4°. El Ministerio de Cultura reglamenta-

rá mediante resolución para todo el territorio nacional 
las condiciones, términos, requisitos y el procedimiento 
para acreditar la condición de creador o gestor cultural, 

entrada en vigencia de la presente ley.

estímulo económico permanente a aquellos creadores y 
gestores ilustres de la cultura colombiana, se creará el 
Programa de Glorias de la Cultura con cargo al presu-
puesto del Ministerio de Cultura, según reglamentación 

(6) meses a partir de la entrada en vigencia de la pre-
sente ley.

Parágrafo 1°. El estímulo al que hace referencia este 
artículo deberá incrementarse anualmente, de acuerdo 
con la reglamentación efectuada por el Ministerio de 
Cultura.

Parágrafo 2°. Las autorizaciones de gastos otorga-
das al Gobierno Nacional en virtud del presente artí-
culo, serán asumidas por el Ministerio de Cultura y se 
incorporarán en los Presupuestos Generales de la Na-
ción de acuerdo con las normas orgánicas en materia 
presupuestal, sin que esto implique un aumento del Pre-
supuesto General de la Nación y del Marco Fiscal de 
Mediano Plazo.

Artículo 3°. La presente ley entrará en vigencia a 
partir de la fecha de su publicación y las disposiciones 
legales contrarias a la presente ley son derogadas. 

Cordialmente,
Heriberto Escobar González, Eduardo Enrique Pé-

rez Santos, Jaime Rodríguez Contreras (Coordinado-
res); Nancy Denise Castillo García, Germán Alcides 
Blanco Álvarez, Representantes a la Cámara.

CÁMARA DE REPRESENTANTES
COMISIÓN TERCERA 

CONSTITUCIONAL PERMANENTE
(Asuntos Económicos)

Bogotá, D. C., 3 de diciembre de 2013
En la fecha se recibió en esta Secretaría la ponencia 

para primer debate del Proyecto de ley número 133 de 
2013 Cámara, -
ciona el artículo 2° de la Ley 666 de 2001 y se determi-
nan otras disposiciones.

Autores: honorables Representantes Heriberto Es-
cobar González, Eduardo Pérez Santos, Jaime Rodrí-
guez Contreras.

Ponentes: honorables Representantes Eduardo Enri-
que Pérez Santos, Jaime Rodríguez Contreras, Germán 
Alcides Blanco Álvarez, Nancy Denise Castillo García, 
Heriberto Escobar González y se remite a la Secretaría 
General de la Corporación para su respectiva publica-
ción en la Gaceta del Congreso, tal y como lo ordena el 
artículo 156 de la Ley 5ª de 1992.

La Secretaria General,
Elizabeth Martínez Barrera.

* * *
PONENCIA PARA PRIMER DEBATE 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 144  

DE 2013 CÁMARA 
por la cual se crean las becas para la educación supe-

la Ley 21 de 1982, la Ley 1607 de 2012 y se dictan otras 
disposiciones.

Objeto del proyecto de ley
La iniciativa propuesta por los honorables Represen-

tantes Jaime Rodríguez Contreras, Luis Antonio Serra-
no Morales, Alejandro Carlos Chacón Camargo, Jhon 
Jairo Cárdenas Morán, Eduardo José Castañeda Muri-
llo, Juan Felipe Lemos Uribe, Alfredo Guillermo Mo-
lina Triana, Luis Fernando Ochoa Zuluaga, Elías Raad 
Hernández, Adolfo León Rengifo Santibáñez, Libardo 
Antonio Taborda Castro, Gerardo Tamayo Tamayo y 
Albeiro Vanegas Osorio pretende que el proyecto de 
ley, garantice el ingreso y permanencia en la educación 
superior, técnica y tecnológica de los jóvenes bachille-
res, que según registros del Ministerio de Educación del 
año 2012, ascienden a 502.603, de los cuales, 408.843, 
pertenecen a estratos cero, uno, dos y tres.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Consideraciones generales

ardua labor en el otorgamiento de créditos a los jóvenes 
bachilleres, también lo es, que no ha logrado dinamizar 
sus políticas de crédito que permitan abarcar un amplio 
número de estudiantes, sino que por el contrario cada 

la capacidad de pago de la familia del Estudiante o por 
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Uno de los cuestionamientos que se han debatido 
en los últimos meses, por parte de las organizaciones 
estudiantiles, en especial, por parte de la Mesa Amplia 
Nacional Estudiantil (MANE), es precisamente la gra-
tuidad de la educación superior, a través de lo que ellos 
mismos han denominado “Matrícula Cero”. Consciente 

un modelo de estas características, el presente proyec-
to de ley, si bien no busca la gratuidad inmediata de 
la educación superior, Sí busca, la progresividad de la 
misma, de tal manera que poco a poco, se puedan ir 
involucrando a esta meta, la mayor cantidad de Entida-
des Gubernamentales, Cajas de Compensación, ONG, 
Gremios Económicos, Bancos, sector privado, que per-

progresivamente, ir abarcando un mayor número de 
personas.

Para la MANE, la gratuidad total de la universidad 

parte del Gobierno de la educación escolar– permitiría 
corregir una realidad alarmante. Según datos del Minis-
terio de Educación, por cada 100 estudiantes que se gra-
dúan del colegio, 30 llegan a las universidades y 10 a 
instituciones técnicas. De esos universitarios, 15 llegan 
a las públicas y otros 15 a las privadas, pero no se gra-
dúan sino la mitad de ellos. La Mesa Estudiantil sabe, 
que un revolcón al sistema educativo, como la gratui-
dad de la universidad pública, no puede ser inmediato, 
por lo que proponen hacerlo de manera gradual durante 
10 a 15 años.

Según el portal: “la silla vacía”, dentro de la comu-
nidad educativa hay visiones encontradas sobre la gra-
tuidad. Para muchos, sería una decisión política que sí 
aportaría un piso mínimo de equidad que permite am-
pliar la cobertura y el acceso; pero para otros, la gratui-
dad no corrige el problema del nivel bajo de habilidades 

tanto las bajas tasas de acceso a la universidad (no pa-

de abandono. Dentro de esta lógica, hacer la inversión 
más fuerte en toda la etapa escolar es una manera más 
efectiva de mejorar el rendimiento.

En todo caso, todos coinciden, en que sola la gra-
tuidad no basta, sino que tendría que estar acompañada 
por medidas e incentivos que permitan reducir tanto el 
abandono como la vagancia.

Para la MANE, una de las señales más preocupantes 
del estado de la educación superior, es el número de 
estudiantes que no termina la carrera, que alcanza –se-
gún datos del Ministerio– el 45% en las públicas y el 

-
nición de bienestar estudiantil se ha reducido al mínimo 
posible. La inversión en bienestar es, en efecto, muy 
baja. Entre las 32 universidades públicas del país, se 
invirtieron apenas 145 mil millones de pesos en 2011, 
según datos compilados las propias universidades. Esto 
equivale a 260 mil pesos anuales por estudiante.

Aun cuando la Ley 1547 de 2012, dispuso que los 
estudiantes de estratos bajos solo tuvieran que pagar la 
totalidad de la deuda con una tasa de interés del 0%, 

resulta ser cierto, porque el dinero al devaluarse en el 
tiempo, genera intereses mínimos.

recursos, el presente proyecto de ley, dota de recursos 

para que puedan otorgar becas a los estudiantes que de-
seen ingresar a las carreras técnicas, tecnológicas y uni-

la carrera, para evitar el abandono escolar, que como lo 
muestran las estadísticas, es provocado la mayoría de 
las veces, por situaciones de índole económico.

Igualmente considerando el nuevo Impuesto sobre 
la Renta para la Equidad (CREE), se establece que para 

-
rior (técnica, tecnológica y universitaria). 

Todo lo anterior debe ser reglamentado por el Go-
-

cia en la asignación de los recursos, sobre todo en lo 
concerniente a las Cajas de Compensación Familiar.

Según el Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística (DANE), la pobreza en el país disminuyó 
0,7 puntos porcentuales y se ubicó en 32,2 % en el pe-
riodo entre julio del 2012 y junio de 2013, cuando en el 
mismo periodo, entre julio del 2011 y junio del 2012, el 
índice de pobreza se ubicó en 32,9%. Pese a ello, y al 
esfuerzo que se ha hecho por mitigarla, no se puede en 
todo caso desconocer que lo cierto es que, en Colombia 
hay 14 millones 662.000 personas en situación de po-
breza, indicador que se mide con base en la variación 
de los ingresos de los hogares y que podría disminuirse 
aún más, si los jóvenes tuvieran acceso a la educación, 
porque podrían acceder a empleos mejor remunerados 
ayudándole a su entorno familiar a un crecimiento eco-
nómico; es la educación la que hace una mejor sociedad 
y aquí es donde todos debemos comprometernos.

Planteamientos jurídicos

altos tribunales, en especial, por la honorable Corte 
Constitucional, que evidencian la necesidad de crear en 
Colombia, un sistema de becas que permita garantizar 
la educación superior de los estratos más vulnerables 
de la población. El pronunciamiento más reciente de di-
cha Corporación y que constituye el pilar del presente 
proyecto de ley, está registrado en la Sentencia T-068 

educación superior, como un derecho fundamental, que 
contiene dentro de su núcleo esencial, la garantía de que 
su goce efectivo, está a cargo del Estado. Lo anterior 

-
ción directa de procurar el acceso inmediato de todas 

acceso progresivo de las personas al sistema educativo. 
El preámbulo de esta Sentencia dice: 
“… La Constitución de 1991 contempla en su artí-

culo 67 que “la educación es un derecho de la persona 
y un servicio público que tiene una función social; con 
ella se busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, a 
la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura 
(…)”. 

La educación tiene doble connotación. Como dere-
cho, la educación se constituye en la garantía que pro-
pende por la formación de los individuos en todas sus 
potencialidades, pues a través de esta el ser humano 
puede desarrollar y fortalecer sus habilidades cogniti-
vas, físicas, morales, culturales entre otras, y como ser-
vicio público, la educación se convierte en una obliga-

-
te el derecho a la educación, pues este ha sido acredi-

-
cados por Colombia y que hacen parte del Bloque de 
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Constitucionalidad, al tenor del artículo 93 de la Cons-
titución de 1991. 

Tal es el caso de la Declaración Universal de los De-
rechos Humanos, cuyo artículo 26 regula que: 

“… 1. Toda persona tiene derecho a la educación. 
(…) La instrucción técnica y profesional habrá de ser 
generalizada; el acceso a los estudios superiores será 
igual para todos, en función de los méritos respectivos. 
2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo 
de la personalidad humana y el fortalecimiento del res-
peto a los derechos humanos y a las libertades funda-
mentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y 
la amistad entre todas las naciones y todos los grupos 
étnicos o religiosos; y promoverá el desarrollo de las 
actividades de las Naciones.

Asimismo, el Pacto de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales, en su artículo 13 consagra: 

“1. Los Estados Partes en el presente Pacto re-
conocen el derecho de toda persona a la educación. 
Convienen en que la educación debe orientarse hacia 
el pleno desarrollo de la personalidad humana y del 
sentido de su dignidad, y debe fortalecer el respeto por 
los Derechos Humanos y las libertades fundamentales. 
Convienen asimismo en que la educación debe capaci-
tar a todas las personas para participar efectivamente 
en una sociedad libre, favorecer la comprensión, la to-
lerancia y la amistad entre todas las naciones y entre 
todos los grupos raciales, étnicos o religiosos, y promo-
ver las actividades de las Naciones Unidas en pro del 
mantenimiento de la paz (…). 2. Los Estados Partes en 
el presente Pacto reconocen que, con objeto de lograr 
el pleno ejercicio de este derecho: (…) c) La enseñan-
za superior debe hacerse igualmente accesible a todos, 
sobre la base de la capacidad de cada uno, por cuantos 
medios sean apropiados, y en particular por la implan-
tación progresiva de la enseñanza gratuita (…)”.

Por otra parte, en cuanto a las normas nacionales 
adoptadas en cumplimiento de las obligaciones ema-
nadas de la Constitución y el bloque de constituciona-
lidad, la Ley 115 de 1994, “por la cual se expide la 
Ley General de Educación”, en su artículo 1° establece 
que: “La educación es un proceso de formación perma-
nente, personal, cultural y social que se fundamenta en 
una concepción integral de la persona humana, de su 
dignidad, de sus derechos y de sus deberes”.

“la educación se desarrollará atendiendo a los siguien-

2. La formación en el respeto a la vida y a los demás 
derechos humanos, a la paz, a los principios democrá-
ticos, de convivencia, pluralismo, justicia, solidaridad 
y equidad, así como en el ejercicio de la tolerancia y 
de la libertad. 3. La formación para facilitar la partici-
pación de todos en las decisiones que los afectan (…). 
4. La formación en el respeto a la autoridad legítima 
y a la ley (…). 5. La adquisición y generación de los 

y la comprensión crítica de la cultura nacional y de la 
diversidad étnica y cultural del país (…). 7. El acceso 
al conocimiento, la ciencia, la técnica y demás bienes 
y valores de la cultura, el fomento de la investigación y 
el estímulo a la creación artística en sus diferentes ma-
nifestaciones. 8. La creación y fomento de una concien-
cia de la soberanía nacional (…). 9. El desarrollo de 

adquisición de una conciencia para la conservación, 
protección y mejoramiento del medio ambiente, de la 
calidad de la vida, del uso racional de los recursos na-

turales (…). 11. La formación en la práctica del trabajo 
(…). 12. La formación para la promoción y preserva-
ción de la salud y la higiene (…), y 13. La promoción 
en la persona y en la sociedad de la capacidad para 
crear, investigar, adoptar la tecnología que se requiere 
en los procesos de desarrollo del país y le permita al 
educando ingresar al sector productivo1”. 

Desde esta perspectiva, y haciendo alusión a la nor-
matividad nacional e internacional aquí transcrita, son 
necesarias dos conclusiones: i) que el acceso al conoci-
miento y a la formación académica constituyen los fun-
damentos esenciales para el desarrollo de conocimien-

por la consecución de niveles óptimos del desarrollo 
personal de los individuos, en aras, a que estos a la vez 
puedan aportar a la sociedad el respeto y protección de 
los derechos humanos y las libertades fundamentales, y 
ii) que el contenido del derecho a la educación va mu-
cho más allá de ser un servicio público y un derecho 
fundamental, pues esta garantía constitucional guarda 
estrecha relación con el libre desarrollo de la persona-

-
presenta la posibilidad de todas las personas de elegir y 
acceder a cierto tipo de conocimiento según sus propias 

Ahora bien, sentado lo anterior, conviene recordar 
que en varios pronunciamientos, la honorable Corte 
Constitucional, ha considerado que además de ser un 
derecho fundamental, la educación goza de un carácter 
progresivo. Su progresividad la determina: i) la obliga-
ción del Estado de adoptar medidas, en un plazo razo-
nable, para lograr una mayor realización del derecho, 
de manera que la simple actitud pasiva de este se opone 
al principio en mención (aquí encontramos la obliga-
ción del Estado de procurar el acceso progresivo de las 
personas a las Universidades, mediante la adopción de 
ciertas estrategias, dentro de las cuales encontramos 

el acceso de las personas a la educación superior, así 
como la garantía de que progresivamente el nivel de 
cupos disponibles para el acceso al servicio se vayan 
ampliando); (ii) la obligación de no imponer barreras 

(iii) la prohibición de adoptar medidas regresivas para 

Son varias las sentencias de la Corte Constitucional, 
donde se ha entrado a proteger el derecho a la educa-
ción de los estudiantes que por el incumplimiento de 
las obligaciones dinerarias, no han podido obtener sus 
títulos, o permanecer en sus carreras, tal es el caso de la 
Sentencia T-933 de 20052 en la que se estudió el caso 
de un joven que pese a haber cumplido con los requisi-
tos académicos para obtener su título como abogado, la 
Universidad en la que adelantó sus estudios, le impidió 
graduarse por no encontrarse a paz y salvo con el pago 
de un semestre académico y de la Sentencia T-544 de 
20063, en la que se estudió el caso de una estudiante 

no cumplir sus obligaciones dinerarias. 
En cuanto al carácter de fundamental del derecho a 

la educación, la Sentencia T-321 de 20074, que trató el 
caso de una persona que por haber obtenido el título de 
1 Véase el artículo 5° de la Ley 115 de 1994. 
2 M. P. Rodrigo Escobar Gil.
3 M. P. Álvaro Tafur Galvis. 
4 M. P. Rodrigo Escobar Gil.
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mejor bachiller, accedió a un crédito educativo con el 
-

pondiente por “falta de fondos”, vulnerando así lo dere-
chos fundamentales a la educación y al libre desarrollo 
de la personalidad del accionante. La Corte analizó si el 
hecho de ser fundamental el derecho a la educación lo 
convertía en una garantía de obligatorio cumplimiento 
de parte del Estado cuando se trata de educación supe-

“No obstante que el Estado no tiene obligación 
directa en la garantía del ejercicio del derecho de 
educación en niveles de estudios superiores ni frente 
a personas mayores de quince años, la Constitución 
lo hace responsable de la educación, conjuntamente 
con la familia y la sociedad, por lo que tiene el de-
ber de procurar el acceso progresivo de las personas 
a los distintos niveles de escolaridad, mediante la 
adopción de diferentes medidas, dentro de las que 
se destaca, por expreso mandato constitucional, la 
obligación de facilitar mecanismos financieros que 
hagan posible el acceso de todas las personas aptas 
a la educación superior.

El cumplimiento de este deber radicado constitucio-
nalmente en cabeza del Estado, ha sido encomendado 
al Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estu-
dios Técnicos en el Exterior “Mariano Ospina Pérez” 
(Icetex), cuya importancia ha sido reconocida por esta 
Corporación, como quiera que su objetivo de fomentar 
y promover el desarrollo educativo de la Nación, se di-
rige de manera directa a la realización del individuo, 
de tal suerte que este pueda integrarse de manera efec-
tiva a la sociedad. 

De acuerdo con el artículo 2° de la Ley 1002 de 
2005, el Icetex “tendrá por objeto el fomento social 
de la educación superior, priorizando la población 
de bajos recursos económicos y aquella con mérito 
académico en todos los estratos a través de mecanis-
mos financieros que hagan posible el acceso y la per-
manencia de las personas a la educación superior, 
la canalización y administración de recursos, becas 
y otros apoyos de carácter nacional e internacional, 
con recursos propios o de terceros. El Icetex cum-
plirá su objeto con criterios de cobertura, calidad 
y pertinencia educativa, en condiciones de equidad 
territorial. Igualmente otorgará subsidios para el 
acceso y permanencia en la educación superior de 
los estudiantes de estratos 1, 2 y 3”.

De la misma manera, la Sentencia T-845 de 20105, 
revisó el asunto de un joven que solicitó un crédito edu-

-
ción no tenía convenio con la Institución de Educación 
Superior (IES) en la que se encontraba matriculado. En 
dicha oportunidad el Alto Tribunal consideró que se le 
vulneraron los derechos a la libertad de escoger pro-

al accionante, por lo que incorporó en su decisión los 
principios de razonabilidad y proporcionalidad con los 
de idoneidad y necesidad, destinados a evaluar que los 
derechos fundamentales, entre ellos el de educación, 
alcancen la mayor efectividad posible. En palabras de 
la Corte: “Esta Corte, además, ha precisado las esfe-
ras positivas del derecho, con base en la dogmática del 
Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales 
de la ONU. En tal sentido, expresó la Corporación en 
Sentencia T-1030 de 2006: 
5 M. P. Luis Ernesto Vargas Silva.

“Como derecho y como servicio público, la jurispru-
dencia constitucional y la doctrina nacional e interna-
cional han entendido que la educación comprende cua-
tro dimensiones de contenido prestacional, a saber: i) 
la asequibilidad o disponibilidad del servicio, que puede 

-

de todos aquellos que demandan su ingreso al sistema 
educativo, abstenerse de impedir a los particulares fun-
dar instituciones educativas e invertir en infraestructura 
para la prestación del servicio, entre otras; ii) la accesi-
bilidad, que implica la obligación del Estado de garan-
tizar el acceso de todos en condiciones de igualdad al 
sistema aludido, la eliminación de todo tipo de discrimi-
nación en el mismo, y facilidades para acceder al servi-

educación se adapte a las necesidades y demandas de los 
educandos y que se garantice continuidad en la presta-
ción del servicio, y iv) la aceptabilidad, la cual hace alu-
sión a la calidad de la educación que debe impartirse.

En ese marco, la Corte ha expresado que el dere-
cho a la educación es “i) es un bien objeto de especial 
protección del Estado, y un derecho fundamental sus-
ceptible de ser amparado mediante la acción de tutela; 
ii) un presupuesto básico del ejercicio y goce de otros 
derechos fundamentales; iii) un servicio público cuya 

esencial; iv) comprende el acceso a un sistema educa-
tivo que permita una formación adecuada, y la perma-
nencia en el mismo, y v) un deber que genera obligacio-
nes entre los distintos actores del proceso educativo”. 

 
Se concluye entonces, que la normativa interna y la 

jurisprudencia constitucional, en completa armonía con 
las normas internacionales sobre derechos humanos, le 
han otorgado a la educación el carácter de derecho funda-
mental de aplicación inmediata e inherente al ser huma-
no, que le permite a los individuos acceder a un proceso 
de formación personal, social y cultural de carácter per-
manente, que como tal, tratándose de educación superior, 
se convierte en una obligación progresiva6 que debe ser 
garantizado y promovido por el Estado, la sociedad y la 
familia, sin que resulte admisible aceptar ningún tipo de 
restricción o desconocimiento que impida su ejercicio. 

en la Comisión Tercera de la Cámara de Represen-
tantes

Atendiendo las sugerencias de los ponentes de la 
presente iniciativa legislativa y las necesidades de los 

-

a los salarios de las familias, ni establecer valores mí-
-

ción superior. En aras, de no perjudicar a los estudiantes 
por limitaciones o topes establecidos. 

Proposición

ponencia favorable, solicitándoles a los honorables 
Representantes de la Comisión Tercera, aprobar en 
primer debate el Proyecto de ley número 144 de 2013 
Cámara, por la cual se crean las becas para la educa-
ción superior (técnica, tecnológica y universitaria), se 
6 -

nera inmediata, sino mediante la adopción de medidas 

objetivo de que se trata. 
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dictan otras disposiciones.

TEXTO PROPUESTO PARA PONENCIA  
DE PRIMER DEBATE AL PROYECTO  

DE LEY NÚMERO 144 DE 2013 CÁMARA
por la cual se crean las becas para la educación supe-

la Ley 21 de 1982, la 
Ley 1607 de 2012 y se dictan otras disposiciones.
Artículo 1°. Créanse las becas en las instituciones 

públicas nacionales para educación superior en los pro-
gramas técnico, tecnológico y profesional, destinadas a 
la matrícula y/o sostenimiento. El Gobierno Nacional 
reglamentará este artículo para lo cual contará con un 
término de seis (6 meses).

pertenecientes a los estratos cero, uno, dos y tres, cu-
yas familias no devenguen más de cuatro (4) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes, de la población 
colombiana, su asignación y monto será reglamentada 
por el Ministerio de Educación Nacional.

asignen los operadores, no podrán perder semestres y 
deberán tener un promedio mínimo en sus notas de tres 
cinco por semestre cursado.

Artículo 2°. Operadores. Los operadores de las be-
cas para educación superior, determinadas en esta ley, 

Artículo 3°. . Constituirán 

presente ley, las siguientes:
1. Un punto del subsidio familiar que perciben las 

cajas de compensación familiar, que se decreta en con-
cordancia con los incisos dos y tres del artículo 5° de la 
Ley 21 de 1982.

2. Con el pago adicional del dos por ciento 2% del 
monto de nóminas de las entidades estatales.

3. Con el 0.6, de la tarifa del Impuesto sobre la Ren-
ta para la Equidad (CREE), que trata el artículo 23 de 
la Ley 1607 de 2012, a partir del 1° de enero del 2016.

Parágrafo 1°. El valor mínimo de la beca de educa-

A. Para la educación superior universitaria, dos sala-
rios mínimos legales mensuales vigentes (smlmv).

B. Para la educación tecnológica universitaria, uno 
punto cinco (1.5) salarios mínimos legales mensuales 
vigente (smlmv).

C. Para la educación técnica universitaria, un salario 
mínimo legal mensual vigente (smlmv).

Parágrafo 2º. Los valores de las becas que asignen 
los operadores serán determinados por el Gobierno Na-
cional, el cual determinará también, los Criterios, Pro-

Parágrafo 3°. La beca para la educación superior, 
que asignen los operadores, será por el total de los es-

tecnológica y profesional universitario y la adjudica-
ción se hará de acuerdo a los recursos disponibles. 

Los operadores, harán la reserva de los recursos de 
la beca en su totalidad, los cuales deben corresponder al 

Los recursos deberán ser depositados en una cuenta-
fondo especial que crearán cada uno de los operadores, 

de la beca asignado.
Los recursos de estos fondos deben producir ren-

como destinación las becas para la educación superior.
Artículo 4°. Modifíquese el artículo 8° de la Ley 21 de 

1982, el cual quedará así: “La Nación, los Departamen-
tos, los Distritos Especiales, los Municipios, los estableci-
mientos públicos, las empresas industriales y comerciales 

departamental, distrital y municipal, junto con los Depar-
tamentos Administrativos y Superintendencias deberán, 
además del subsidio familiar y de los aportes para el Ser-
vicio Nacional de Aprendizaje (SENA), para la Escuela 
Superior de Administración Pública (ESAP), para las Es-
cuelas Industriales e Institutos Técnicos Nacionales, efec-

Artículo 5°. Adiciónese un parágrafo al artículo 9° 
de la Ley 21 de 1982, el cual quedará así: 

Parágrafo. Los empleadores señalados en los numera-
les 1, 2 y 3, del artículo 7° de la Ley 21 de 1982, pagarán 
una suma adicional equivalente al dos por ciento (2%) del 

Artículo 6°. Adiciónese el numeral 5 al artículo 11 
de la Ley 21 de 1982, el cual dice:

5. Los recursos estipulados en el parágrafo del artícu-
lo 9° de la presente ley, serán utilizados en becas para los 
estudiantes de las carreras de educación técnica, tecnoló-
gica y universitaria de los estratos sociales cero, uno, dos 
y tres, cuyas familias devenguen hasta cuatro (4) salarios 
mínimos mensuales legales vigentes (smmlv), de la po-
blación colombiana y su asignación será reglamentada 
por el Ministerio de Educación Nacional. 

Artículo 7°. Recursos de las Cajas de Compensación 
Familiar. Sin perjuicio de los recursos de que trata el artí-
culo 217 de la Ley 100 de 1993, se destinará un punto por-

21 de 1982, en los artículos 11, numeral 1, y 12, numeral 1, 

de otorgar becas para los estudiantes que cursen educación 
técnica, tecnológica y universitaria, en las universidades 
públicas e institutos técnicos y tecnológicos públicos, con-

y hermanos, de acuerdo a lo estipulado en los Capítulos 

a la respectivas Cajas de Compensación Familiar.
Artículo 8°. A partir del 1° de enero del año 2016, 

la tarifa del Impuesto sobre la Renta para la Equidad 
(CREE), que trata el artículo 23 de la Ley 1607 de 
2012, será del nueve por ciento (9%).

Artículo 9°. El artículo 24 de la Ley 1607 de 2012, a 
partir del 1° de enero del año 2016, quedará así:

Artículo 24. El Gobierno 
Nacional implementará el sistema de retenciones en la 
fuente para el recaudo del Impuesto sobre la Renta para 
la Equidad (CREE) y, en todo caso, el Impuesto sobre la 
Renta para la Equidad (CREE) de que trata el artículo 20 

programas de inversión social orientada prioritariamen-

que estén a cargo del Servicio Nacional de Aprendizaje 
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(SENA), del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 

El Impuesto sobre la Renta para la Equidad (CREE), 

del Sistema de Seguridad Social en Salud en inversión 
social, garantizando el monto equivalente al que aporta-

entrada en vigencia de la presente ley. Los recursos que 

presupuestarán en la sección del Ministerio de Hacien-
da y Crédito Público y serán transferidos mensualmente 
al Fosyga, entendiéndose así ejecutados.

Del nueve por ciento (9%) de la tarifa del impuesto 

puntos se destinarán al ICBF; 1.4 puntos al SENA, 4.4 
puntos al Sistema de Seguridad Social en Salud; 0.4 a 
las instituciones de educación superior públicas y el 0.6 

(técnica, tecnológica y universitaria).
Parágrafo 1°. Tendrán esta misma destinación los 

recursos recaudados por concepto de intereses por la 
mora en el pago del CREE y las sanciones a que hayan 
lugar, en los términos previstos en esta ley.

Parágrafo 2°. Sin perjuicio de lo establecido en la 
presente ley, tanto el ICBF como el SENA y las institu-
ciones de educación superior públicas, conservarán su 
autonomía administrativa y funcional. 

Los recursos para las Instituciones de Educación Su-

sección del Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
y transferidos a las entidades ejecutoras. El Gobierno 
Nacional reglamentará los criterios para la asignación y 
distribución de estos recursos.

Los recursos para las Instituciones de Educación Su-
perior Públicas, serán para ampliación de cobertura y 
mejoramiento de la calidad educativa.

Artículo 10. Vigencia y derogatoria. La presente ley 
deroga las disposiciones que le sean contrarias y rige a 
partir de la fecha de su promulgación.

Atentamente, 

CÁMARA DE REPRESENTANTES
COMISIÓN TERCERA  

CONSTITUCIONAL PERMANENTE
(Asuntos Económicos)

Bogotá, D. C., 5 de diciembre de 2013
En la fecha se recibió en esta Secretaría la ponencia 

para primer debate del Proyecto de ley número 144 de 
2013 Cámara, por la cual se crean las becas para la 
educación superior (técnica, tecnológica y universita-

y se dictan otras disposiciones.
Autor: honorable Representante Jaime Rodríguez 

Contreras.
Ponentes: honorables Representantes Jaime Rodrí-

guez Contreras, Luis Antonio Serrano Morales, Alejan-
dro Carlos Chacón Camargo y se remite a la Secretaría 
General de la Corporación para su respectiva publica-
ción en la Gaceta del Congreso, tal y como lo ordena el 
artículo 156 de la Ley 5ª de 1992.

La Secretaria General,
Elizabeth Martínez Barrera.
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